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Panel integrado por su presidente, el Juez González Vargas, la Jueza 

Cintrón Cintrón y la Jueza Vicenty Nazario. 
 
Cintrón Cintrón, Jueza Ponente 

 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de marzo de 2015. 

Comparece ante nos Antonio Umpierre Amy (Umpierre Amy), su 

esposa Anabel Monclova Borelli y la Sociedad Legal de Gananciales 

compuesta por ambos mediante el recurso Escrito de Apelación 

presentado el 11 de febrero de 2015 (KLAN201500154). También 

comparece ante nos Adalberto Alvarado Alvarado, su esposa Hilda 

Sonia Torres Torres (matrimonio Alvarado-Torres) y la Sociedad Legal 

de Gananciales compuesta por ambos mediante apelación presentada 
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el 12 de febrero de 2015 (KLAN201500164).  Ambos recursos solicitan 

la revisión de la Sentencia emitida por el Tribunal de Primera Instancia, 

Sala de Aibonito (“TPI”) el 10 de noviembre de 2014.1  Por lo anterior, 

ordenamos su consolidación el 25 de febrero de 2015.2 

Por las razones que expresamos a continuación, se modifica la 

Sentencia apelada. Así modificada, se confirma. 

I. 

Para una mejor comprensión de nuestra decisión y análisis 

procedemos a continuación con un resumen del tracto procesal más 

relevante. Advertimos que el caso de epígrafe ha tenido una trayectoria 

procesal extensa. 

 El presente caso tuvo su origen cuando el matrimonio Alvarado-

Torres adquirió un predio de terreno del cual Umpierre Amy también 

reclamaba tener derecho propietario. Umpierre Amy era dueño del 

predio de terreno colindante marcado como 12 y 13 que utilizaba para 

el pastoreo de ganado vacuno y caballar.3 Los desacuerdos entre las 

partes los llevaron a acudir al Tribunal Municipal al amparo de la Ley 

Núm. 140 del 23 de julio de 1974, Ley Sobre Controversias y Estados 

de Derecho Provisional (Ley 140)4 y presentar una demanda sobre 

interdicto posesorio, entre otras acciones legales.5  Como consecuencia, 

                     

1 Notificada el 18 de noviembre de 2014. 
2 Resolución notificada el 5 de marzo de 2015. 
3 Este predio de terreno era parte de una finca principal que se dividió en los predios 

numerados del 1 al 16. 
4 32 L.P.R.A. sec. 2871. Querellas núm. Q2001-0057 y Q2001-0061. 
5 En octubre de 1997 Umpierre Amy interpuso una demanda sobre Acción confesoria 

de servidumbre y daños y perjuicios contra el matrimonio Alvarado-Torres y otros. 

Tras varios incidentes procesales, se desestimó la demanda contra el matrimonio 

aludido. En diciembre de 2001 Umpierre Amy presentó una demanda sobre interdicto 

posesorio contra el matrimonio Alvarado-Torres. Alegaron ser dueños en pleno 
dominio de un remanente de una finca con cabida de aproximadamente 3 cuerdas, 

que ejercieron actos de dominio y que el mencionado matrimonio le despojó de su 
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el tribunal fijó un estado provisional de derecho mediante el cual se le 

prohibió a Umpierre Amy utilizar la propiedad del matrimonio Alvarado-

Torres para su beneficio. 

Así las cosas, el 20 de marzo de 2002 Umpierre Amy presentó 

una demanda contra el matrimonio Alvarado-Torres sobre acción civil, 

reivindicatoria y daños y perjuicios. Alegó que al matrimonio se le 

vendió el predio de terreno de 2.3 cuerdas fraudulentamente y que 

debido a su negligencia al remover la verja que colindaba con la 

carretera estatal 576 del Barrio Ildefonso, sufrió daños. Estos daños 

consistían en la pérdida de reses y caballos de paso fino. Solicitó la 

restitución del predio de terreno de aproximadamente tres (3) cuerdas, 

que según éste, estaba dedicado a servidumbres de agua y electricidad. 

El matrimonio Alvarado-Torres contestó la demanda el 10 de 

mayo de 2002 y negó las alegaciones esenciales. En lo concerniente al 

caso de autos, expresó ser dueño en pleno dominio de una propiedad 

en el municipio de Coamo de 24.5386 cuerdas, que se dividía en dos 

parcelas, una de 22.2 cuerdas y otra de 2.3 cuerdas.6  La finca de 2.3 

cuerdas es el eje de la controversia del presente caso.  El matrimonio 

Alvarado-Torres también presentó una reconvención contra Umpierre 

Amy. Adujo que éste último utilizó su terreno para “pastorear” unos 

animales sin su permiso y le pasó la máquina a las propiedades para  

                                                            

posesión material destruyendo la verja que había en la colindancia con la carretera, 

entre otras acciones. El matrimonio Alvarado-Torres contestó la demanda, negó las 

alegaciones y solicitó la desestimación de la misma. El interdicto fue dejado sin efecto 

por un acuerdo entre las partes. 
6 Según la contestación a la demanda adquirieron esta propiedad a título de 

compraventa del señor Francisco Tort Suárez, Escritura Número 24 del 25 de marzo 
de 1993. Luego de varios incidentes procesales, la contestación a la demanda y 

reconvención se enmendó en abril de 2004. 
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identificar un camino en tierra, impidiéndole el acceso a su terreno.  

Agregó que en la demanda no se describió la propiedad que se 

interesaba reivindicar, ni el mejor título que tuviese para derrotar el 

suyo. Del mismo modo, solicitó: (1) ser resarcido por los daños y 

perjuicios que le causó el abuso de los procesos judiciales por parte de 

Umpierre Amy; (2) ser compensado en $20,000.00 por el uso indebido 

de Umpierre Amy de su terreno y (3) la imposición de una suma no 

menor de $20,000.00 en concepto de honorarios de abogado por la 

crasa temeridad desplegada por los demandantes. En relación al 

alegado abuso de los procesos judiciales, el matrimonio Alvarado-Torres 

añadió que bajo el procedimiento conforme la Ley 140 efectuado en el 

año 2001, Umpierre Amy aceptó que la propiedad en cuestión era del 

matrimonio.7  

Tras varios trámites procesales, incluyendo recursos ante este 

Tribunal y el Tribunal Supremo, se determinó que en el presente caso 

no procedía relitigar la titularidad del predio de 2.3 cuerdas, ni la 

existencia de la servidumbre. Ello debido a que el propio Umpierre Amy 

admitió que el terreno en controversia le pertenecía al matrimonio 

Alvarado-Torres. Esta determinación de un hermano panel de este 

Tribunal advino final y firme en junio de 2006. Véase 

KLCE200501185.8  

                     

7 Umpierre Amy contestó la reconvención en julio de 2005. 
8 En dicha Sentencia se expresó que: “[l]as acciones judiciales antes expresadas 

incluyen reconocimientos de parte de Umpierre de que el señor Alvarado Alvarado es 

el dueño de la finca remanente de 2.3 cuerdas. Expresamente lo reconoció el señor 

Umpierre en la demanda presentada en Ponce y, pudiendo entonces litigar ese 
asunto, provocó con su inacción y dejadez que su caso se archivara con el efecto 

adjudicativo que ello provoca en su contra.” 
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Llegado a este punto, el 10 de noviembre de 2014 el TPI emitió la 

Sentencia bajo nuestra consideración.  Mediante la misma, declaró No 

Ha Lugar la demanda interpuesta por Umpierre Amy, No Ha Lugar la 

reconvención en cuanto a la alegación de persecución maliciosa y Ha 

Lugar la reconvención en cuanto al reclamo de compensación por el 

uso de la propiedad del matrimonio Alvarado-Torres y la reclamación de 

temeridad. Como resultado, le impuso a Umpierre Amy el pago de 

$44,250.00 por el uso de la propiedad del matrimonio, $30,000.00 en 

honorarios por temeridad, más las costas reglamentarias, sumas que 

devengarían intereses desde la emisión de la sentencia hasta su pago al 

4.25%. 

El 2 de diciembre de 2014 Umpierre Amy solicitó reconsideración 

de la sentencia por entender que el TPI impuso una cuantía por 

concepto de uso de la propiedad del matrimonio Alvarado-Torres sin 

evidencia jurídicamente válida. Añadió que los honorarios de abogado 

por temeridad fueron inusitados y exagerados. El matrimonio Alvarado-

Torres se opuso a dicha moción y también solicitó la reconsideración de 

la sentencia bajo nuestra consideración. Esbozaron que la causa de 

acción por persecución maliciosa se configuró y que los intereses 

presentencia eran mandatorios ante la determinación de temeridad por 

el TPI.  

El foro de instancia declaró No Ha Lugar las solicitudes de 

reconsideración de Umpierre Amy y del matrimonio Alvarado-Torres 

mediante Resoluciones del 29 de diciembre de 2014 y 2 de enero de 

2015. 
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Inconforme con dicha determinación, Umpierre Amy acudió ante 

nos mediante el recurso de apelación identificado como 

KLAN201500154. Le señaló al TPI la comisión de los siguientes errores: 

Incurrió el Tribunal en grave error al conceder daños por 
$44,250.00 a la parte reconvencionante (sic) cuando dicha 
parte no presentó prueba admisible sobre los mismos, hecho 
que admite el propio Tribunal, y al utilizar un cálculo 
arbitrario, creado por el propio Tribunal, sin base alguna en la 
prueba; 
 
Incurrió el Tribunal en grave error al imponer la cuantía de 
$30,000.00 en honorarios de abogados contra la 
demandante, a pesar de admitir que dicha parte tenía base 
para instar los procedimientos judiciales seguidos; cuando la 
escritura de adquisición de los demandados en modo alguna 
indican que su propiedad estaba integrada por dos predios, y 
de su propia determinación de que “no proceden daños por 
persecución maliciosa o abuso de los procedimientos.”  
 
El matrimonio Alvarado-Torres presentó su alegato en oposición 

el 21 de marzo de 2015. 

Igualmente inconforme, el matrimonio Alvarado-Torres acudió 

ante nos mediante el recurso de apelación identificado como 

KLAN201500164 y le señaló al TPI los siguientes errores: 

Erró instancia al determinar que por los hechos probados no 
se configuró la causa de acción  por persecución maliciosa a 
favor de la parte demandada y en contra de la parte 
demandante reclamada en la reconvención; 
 
Erró instancia al no conceder los intereses presentencia 
conforme a las disposiciones de la Regla 43.3 (b) de 
Procedimiento Civil, Ed. 2009, cuando los mismos son 
mandatorios en los casos donde se determina la existencia de 
temeridad. 
 
El 12 de marzo de 2015 Umpierre Amy presentó su Oposición a 

Recurso de Apelación. Con el beneficio de la comparecencia de ambas 

partes, resolvemos. 
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II. 

KLAN201500154 

El apelante Umpierre Amy entiende que el TPI utilizó un cálculo 

arbitrario al concederle a los apelados $44,250.00 por el uso no 

autorizado de su propiedad de 2.3 cuerdas. 

Los tribunales apelativos no debemos intervenir con las 

determinaciones de hechos, ni con la adjudicación de credibilidad del 

foro primario a menos que este último haya incurrido en error 

manifiesto, pasión, prejuicio o parcialidad. Rivera Menéndez v. Action 

Service, 185 D.P.R. 431, 448-449 (2012); Trinidad v. Chade, 153 D.P.R. 

280, 291 (2001). Es un principio firmemente establecido en nuestra 

jurisdicción que toda sentencia está acompañada de una presunción de 

corrección. Vargas v. González, 149 D.P.R. 859, 866 (1999). 

A juicio del TPI, con el que coincidimos, quedó demostrado el uso 

no autorizado por un tiempo prolongado de la propiedad del 

matrimonio Alvarado-Torres. Por ello, se le debía compensar por el 

derecho infringido al exclusivo uso y disfrute de éste y de todos los 

demás derechos y prerrogativas dimanantes de su justo título. 

Ahora bien, según surge del expediente, la única evidencia que 

presentó el matrimonio Alvarado-Torres con relación al valor de este 

uso de su propiedad fue una carta enviada a la representación legal de 

Umpierre Amy. En la misma, alegadamente se reclamaron $72,000.00 

por el uso de su propiedad, a razón de $10.00 mensuales por el 

pastoreo de 75 cabezas de ganado por 96 meses. El TPI detalló que el 

matrimonio Alvarado-Torres no presentó prueba sobre la manera en 

que llegó a la conclusión de que en promedio pastaban 75 cabezas de 
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ganado en un mes y que ese uso tenía un valor razonable de $10.00 

por cabeza. Tras expresar que Umpierre Amy no refutó dicha carta, 

determinó razonable el pago de $750.00 mensuales por el uso de las 

casi tres (3) cuerdas de terreno por 59 meses transcurridos desde la 

comunicación del matrimonio Alvarado-Torres del 28 de abril de 1997 

hasta el 8 de abril de 2002, para un total de $44,250.00.  

Del Informe Enmendado de Conferencia con Antelación al Juicio 

se desprende que el matrimonio Alvarado-Torres se disponía a 

presentar la opinión de un perito respecto al valor rentable de su 

propiedad y para que evaluara la pérdida de uso del inmueble. No 

obstante, no surge del expediente dicha opinión. Tampoco surge la 

mencionada carta dirigida a la representación legal de Umpierre Amy, 

por lo que no se nos hace posible pasar juicio sobre ella o determinar 

que la cantidad otorgada por el tribunal de primera instancia fue 

arbitraria. Ante esta situación, entendemos que lo prudente es devolver 

el caso al TPI para que este celebre una vista evidenciaria a los únicos 

efectos de dilucidar con claridad tanto el valor del terreno del 

matrimonio Alvarado-Torres utilizado sin autorización por Umpierre 

Amy, como el tiempo por el que se extendió dicho uso. Sólo así se 

llegará a una compensación razonable. Erró el TPI al llegar a dicha 

conclusión sin que se pasara prueba pertinente al respecto. 

Mediante su segundo señalamiento de error, el apelante 

Umpierre Amy arguye que la cantidad de $30,000.00 que se le impuso 

como honorarios de abogados por temeridad fue excesiva. A pesar de 

admitir en la sentencia que el cuestionamiento de los apelantes sobre el 

predio de 2.3 cuerdas pudo ser legítimo, el tribunal de primera 
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instancia determinó que éstos se valieron de alegaciones y reclamos 

infundados de titularidad para alargar el litigio injustificadamente. 

También menciona que éstos tergiversaron un dictamen previo de este 

Tribunal, pero que no se configuró la causa de acción sobre 

persecución maliciosa.  

El propósito de la imposición de honorarios por temeridad “es 

establecer una penalidad a un litigante perdidoso que por su terquedad, 

obstinación, contumacia e insistencia en una actitud desprovista de 

fundamentos, obliga a la otra parte, innecesariamente, a asumir las 

molestias, gastos, trabajos e inconvenientes de un pleito.” C.O.P.R. v. 

S.P.U., 181 D.P.R. 299, 342 (2011) citando a S.L.G. Flores-Jiménez v. 

Colberg, 173 D.P.R. 843, 866 (2008); P.R. Oil v. Dayco, 164 D.P.R 486, 

511 (2005).   

Debido a que la determinación de imponer honorarios por 

temeridad es un asunto discrecional del tribunal sentenciador, los 

tribunales revisores intervendrán cuando surja de tal actuación un 

claro abuso de discreción. Id., supra, pág. 511. Así pues, a nivel 

apelativo, la determinación de honorarios de abogado no será revisada 

a menos que el tribunal de primera instancia se haya excedido en su 

discreción. CNA Casualty of P.R. v. Torres Díaz, 141 D.P.R. 27, 44 

(1996).  

El TPI razonó que la conducta de los apelantes fue una 

particularmente seria que le provocó molestias al matrimonio Alvarado-

Torres. Sobre el particular, entendemos que de acuerdo a las 

circunstancias particulares del caso no nos encontramos frente a la 

imposición de una partida de honorarios excesiva, por lo que no 
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procede su reducción. El presente litigio ha durado más de trece (13) 

años; Umpierre Amy no prevaleció ni en la petición principal de su 

demanda de reivindicación del predio de terreno de casi tres (3) 

cuerdas, ni en el reclamo de daños. Además, según el expediente, 

tomamos conocimiento de que en efecto hubo intentos de ambas partes 

de llegar a un acuerdo transaccional que no produjo frutos temprano 

en el pleito.  

En fin, el TPI no erró al imponer los honorarios por temeridad.  

 KLAN201500164 

 
 En su escrito de apelación el matrimonio Alvarado-Torres arguye 

que la causa de persecución maliciosa se configuró por la cantidad de 

procesos judiciales improcedentes que interpuso el apelado Umpierre 

Amy.9 Lo anterior, aun cuando el apelado tenía conocimiento de que el 

apelante era el titular del inmueble ubicado entre sus parcelas. Por 

tanto, el matrimonio alega que el TPI debió evaluar los daños morales 

que le ocasionó Umpierre Amy debido a sus actuaciones. No le asiste la 

razón. 

En Puerto Rico no existe la acción civil de daños y perjuicios 

como consecuencia de instar un pleito civil. García v. E.L.A., 163 D.P.R. 

800, 810-811 (2005); Jiménez Álvarez v. Silén Maldonado, 131 D.P.R. 

91, 96 (1992). Solamente, por excepción y en circunstancias extremas 

de acoso mediante pleitos injustificados y maliciosos, procedería una 

causa por persecución maliciosa, cuando concurran los siguientes 

requisitos: (1) que una acción civil fue iniciada por el demandado; (2) 

                     

9 Entiéndase la acción radicada previo a los incidentes bajo la Ley 140, el interdicto 
posesorio, la radicación de la consulta de ubicación ante la Junta de Planificación y la 

demanda de reivindicación. 
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que la acción terminó de modo favorable para el demandante; (3) que 

fue seguida maliciosamente; y (4) que el demandante sufrió daños y 

perjuicios como consecuencia de ello.  Fonseca v. Oyola, 77 D.P.R. 525, 

528 (1954).  El uso indebido de los procedimientos legales tiene como 

sanción la condena en costas y honorarios de abogado y, si procede, los 

intereses legales por temeridad dentro del mismo pleito.  Jiménez 

Álvarez v. Silén Maldonado, supra, pág. 97; Pereira v. Hernández,  83 

D.P.R. 160, 164-165 (1961).   

El TPI concluyó en su sentencia que Umpierre Alvarado no 

instigó los pleitos contra el matrimonio Alvarado-Torres de forma 

maliciosa, con el único propósito de hostigarlos.  Destacó que el caso 

del año 1997 no se ventiló en los méritos, por lo que no se llegó a 

confirmar como cuestión de hecho que la propiedad en controversia era 

del matrimonio Alvarado-Torres, ni que no estaba sujeta a la 

servidumbre que reclamaba Umpierre Amy. A la misma conclusión llegó 

sobre el procedimiento bajo la Ley 140, pues el mismo no adjudicó 

como un hecho definitivo la titularidad.10 Estamos de acuerdo con la 

determinación del foro de instancia. 

Cónsono con lo anterior, el TPI determinó que no podía concluir 

que Umpierre Amy no tenía ningún motivo para cuestionar el título del 

matrimonio Alvarado-Torres. Máxime cuando la Escritura mediante la 

cual estos adquirieron la propiedad no describía el predio de 2.3 

                     

10 Sobre el procedimiento de interdicto posesorio determinó el TPI que en éste no se 

dilucidan las controversias sobre el título o algún otro derecho a ostentar la posesión 

de la propiedad, sino sólo el hecho de la posesión para conceder un remedio 

inmediato contra la perturbación de su ejercicio. Asimismo, la comparecencia de 

Umpierre Amy como colindante del predio objeto del proyecto consultado ante la 
Junta de Planificación, no constituyó persecución maliciosa. 
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cuerdas y la propia representación legal del matrimonio reconoció en 

una conferencia celebrada el 8 de abril de 2002 que la descripción en la 

escritura provocaba dudas sobre la inclusión de dicho predio.11 En fin, 

como era concebible concluir que el matrimonio Alvarado-Torres no 

evidenció mediante preponderancia de la prueba que eran dueños del 

predio en controversia, no procedía su reclamación de daños por 

persecución maliciosa. Lo que sí se demostró y discutimos 

anteriormente fue la temeridad por parte de Umpierre Amy, pues su 

conducta tuvo un impacto considerable en la dilación de los 

procedimientos. 

A través de su segundo señalamiento de error el matrimonio 

Alvarado-Torres aduce que el TPI debió conceder intereses 

presentencia, ya que los mismos son mandatorios en los casos donde 

se determina la existencia de temeridad. 

El derecho procesal vigente permite la imposición de intereses 

presentencia, a ser satisfechos luego de una determinación de 

temeridad.  Sin embargo, solo procede la obligación de satisfacer 

intereses por temeridad cuando se trata de acciones de cobro de dinero 

y de daños y perjuicios. A tales efectos, la Regla 44.3 (b) de las de 

Procedimiento Civil de 2009, 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 44.3 (b), dispone:   

b) El tribunal también impondrá a la parte que haya 
procedido con  temeridad el pago de interés al tipo que 
haya fijado la junta en virtud del inciso “a” de esta regla 
y que esté en vigor al momento de dictarse la sentencia 
desde que haya surgido la causa de acción en todo caso 
de cobro de dinero y desde la presentación de la 
demanda, en caso de daños y perjuicios, y hasta la fecha 
en que se dicte sentencia a computarse sobre la cuantía 
de la sentencia, excepto cuando la parte demandada sea  

                     

11 Sentencia, pág. 42. 
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el Estado Libre Asociado de Puerto Rico, sus municipios, 
agencias, instrumentalidades o funcionarios en su carácter 
oficial. El tipo de interés se hará constar en la sentencia.   
 
El TPI actuó conforme a derecho al no imponer los intereses 

presentencia. Como vimos, se declaró no ha lugar la acción de daños 

por persecución maliciosa presentada por el matrimonio Alvarado-

Torres. Asimismo, el TPI determinó no imponer intereses sobre la 

compensación concedida por el uso no autorizado del terreno de los 

apelantes en contra de Umpierre, que fue la reclamación por la que el 

TPI concedió compensación.  Más aún, esta determinación ha sido 

revocada para que se disponga de este asunto conforme a la prueba 

recibida en una vista evidenciaria. 

En consecuencia, no se trató de una compensación en cobro de 

dinero, ni de daños y perjuicios al amparo del Art. 1802 del Código 

Civil. 

Por tanto, procede que confirmemos el dictamen emitido por el 

foro apelado. 

IV. 

Por las razones previamente expresadas, se modifica la Sentencia 

apelada. Se devuelve el caso al TPI para que celebre una vista 

evidenciaria a los únicos efectos de pasar prueba sobre la 

compensación razonable a raíz del uso no autorizado de Umpierre Amy 

del terreno del matrimonio Alvarado-Torres. Así modificada, se confirma 

la sentencia apelada. 
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Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
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por el foro apelado. 

IV. 

Por las razones previamente expresadas, se modifica la Sentencia 

apelada. Se devuelve el caso al TPI para que celebre una vista 

evidenciaria a los únicos efectos de pasar prueba sobre la 

compensación razonable a raíz del uso no autorizado de Umpierre Amy 

del terreno del matrimonio Alvarado-Torres. Así modificada, se confirma 

la sentencia apelada. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

 

 


